
nuestra sentencia, lo pronuncimos, mandamos y firmamos.— 
Firmado y rubricado.»

En su virtud, este Ministerio, de conformidad con lo estable­
cido en la Ley reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Admi­
nistrativa, de 27 de diciembre de 1956, ha dispuesto que se cum­
pla en sus propios términos la expresada condena.

Lo digo a V. I. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V. I.
Madrid, 5 de abril de 1982.

CABANILLAS GALLAS

Ilmo. Sr. Secretario técnico de Relaciones con la Administra­
ción de Justicia.

13371 ORDEN de 16 de abril de 1982 por la que se 
dispone el cumplimiento en sus propios términos 
de la sentencia dictada por la Sala de lo Conten- 
cioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de 
Granada, en el recurso interpuesto por don Fran­
cisco Martín Ojeda.

Ilmo. Sr.. En el recurso contencioso-administrativo interpues­
to por don Francisco Martin Ojeda, contra resolución de este 
Departamento de fecha 1 de abril de 1977, la Sala de lo Conten- 
cioso-Administrativo de la Audiencia Territorial de Granada, ha 
dictado sentencia con fecha 29 de noviembre de 1978, cuya parte 
dispositiva dice así:

«Fallamos: Que debemos desestimar y desestimamos el re­
curso contencioso-administrativo interpuesto a nombre de don 
Francisco Martín Ojeda contra la resolución del Ministerio de 
Justicia de fecha 1 de abril de 1977, desestimatoria del recurso 
de alzada entablado por el recurrente contra el acuerdo de la 
Sala de Gobierno de la Audiencia Territorial de Granada de 
fecha seis de mayo de mil novecientos setenta y seis, sobre nom­
bramiento de don Miguel Zapata Miranda como Juez de Paz 
Propietario de Roquetas de Mar (Almería), por reputarse ajus- 
tados a derecho tales actos; sin expresa condena en costas.»

De conformidad con lo establecido en el artículo 105 de la Ley 
Reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, este 
Ministerio ha tenido a bien disponer se cumpla en sus propios 
términos la referida sentencia.

Lo digo a V. I. para su conocimiento y demás, efectos.
Dios guarde a V. I, muchos años.
Madrid, 16 de abril de 1982.—P. D., el Subsecretario, Antonio 

Gullón Ballesteros.

Ilmo. Sr. Secretario Técnico de Relaciones con la Administración
de Justicia.

13372 RESOLUCION de 20 de abril de 1982, de la Sub­
secretaría, por la que se anuncia haber sido solici­
tada por doña María de los Dolores Vallier y Tre­
nor, la sucesión en el título de Marqués de Gonzá­
lez de Quirós.

Doña María de los Dolores Vallier y Trenor, ha solicitado la 
sucesión en el título de Marqués de González de Quirós, vacante 
por fallecimiento de su hermana, doña María de la Concepción 
Vallier y Trenor, lo que se anuncia por el plazo de treinta 
días contados apartir de la publicación de este edicto, a los 
efectos del artículo 6.° del Real Decreto dé 27 de mayo de 1912, 
para que puedan solicitar lo conveniente los que se consideren 
con derecho al referido título.

Madrid, 20 de abril de 1982.—El Subsecretario, Antonio Gu­
llón Ballesteros.

13373 RESOLUCION de 20 de abril de 1982, de la Sub­
secretaría, por la que se anuncia haber sido soli­
citada por don Carlos Gil-Delgado y de la Plaza, la 
sucesión en el título de Marqués de Berna.

Don Carlos Gil-Delgado y de la Plaza, ha solicitado la suce­
sión en el título de Marqués de Berna, vacante por fallecimien­
to de su padre don Carlos Gil-Delgado v Armada, lo que se 
anuncia por el plazo de treinta días contados a partir de la 
publicación de este edicto, a los efectos del artículo 6.° del Real 
Decreto de 27 de mayo de 1912, para que puedan solicitar lo 
conveniente los que se consideren con derecho al referido tí­
tulo.

Madrid, 20 de abril de 1982 —El Subsecretario, Antonio Gullón 
Ballesteros.

13374 RESOLUCION de 20 de abril de 1982, de la Sub­
secretaría, por la que se anuncia haber sido soli­
citada, por don Leopoldo Salas Boatella, la suce­
sión en el título de Marqués de Guirior.

Don Leopoldo Salas Boatella ha solicitado la sucesión en el 
título de Marqués de Guirior, vacante por fallecimiento de su 
tío don José Salas Guirior, lo que se anuncia por el plazo de

treinta días contados a partir de la publicación de este edicto, a 
los efectos del artículo 6.° del Real Decreto de 27 de mayo de 
1912, para que puedan solicitar lo conveniente los que se con­
sideren con derecho al referido titulo.

Madrid, 20 de abril de 1982.—El Subsecretario, Antonio Gu­
llón Ballesteros.

13375 RESOLUCION de 20 de abril de 1982, de la Sub­
secretaría, por la que se convoca a don José Car­
los del Alcázar Armada y don José Miguel Lodo 
de Mayoralgo en el expediente de sucesión del 
título de Conde de los Acevedos.

Don José Carlos del Alcázar Armada y don José Miguel Lodo 
de Mayoralgo han solicitado la sucesión en el título de Conde 
de los Acevedos, vacante por fallecimiento de don José Carlos 
del Alcázar y Victoria, lo que, de conformidad con lo que dispone 
el párrafo 3.º del artículo 6.º del Real Decreto de 27 de mayo 
de 1912, se anuncia para que en el plazo de quince días, a partir 
de la publicación de este edicto, puedan alegar los interesados 
lo que crean convenir a sus respectivos derechos.

Madrid, 20 de abril de 1982.—El Subsecretario, Antonio Gullón 
Ballesteros.

MINISTERIO DE DEFENSA

13376 ORDEN 111/00662/1982, de 16 de marzo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 30 de junio 
de 1981 en el recurso contencioso-administrativo in­
terpuesto por don Santiago Navarro Ripoll, Sargen­
to de Infantería, C. M. P.

Excmos. Sres. En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audien­
cia Nacional, entre partes, de una, como demandante, don San­
tiago Navarro Ripoll, Sargento de Infantería, C. M. P., quien 
postula por sí mismo, y de otra, como demandada, la Adminis­
tración Pública, representada y defendida por el Abogado del 
Estado, contra resoluciones del Ministerio de Defensa de 30 de 
junio y 20 de diciembre de 1978, se ha dictado sentencia con 
fecha 30 de junio de 1981, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que estimamos en parte el recurso interpuesto 
por don Santiago Navarro Ripoll contra resoluciones del Ministe­
rio de Defensa de treinta de junio y veinte de diciembre de 
mil novecientos setenta y ocho, que anulamos sólo en lo nece­
sario para declarar que al recurrente corresponde devengar y 
percibir el complemento de destino por responsabilidad en la 
función únicamente por el período comprendido desde la efectivi­
dad económica de su ascenso a Sargento hasta la entrada en 
vigor de la Ley cinco/mil novecientos setenta y seis, conde­
nando a la Administración a que practique la liquidación que 
corresponda a tal período y abone al recurrente la cantidad que 
resulte; sin costas.

Así por esta nuestra sentencia —de la que se unirá certifi­
cación al rollo de la Sala—, lo pronunciamos, mandamos y fir­
mamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere la Orden número 113/1981, de 31 de agosto, dispongo que 
se cumpla en sus propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a VV. EE.
Dios guarde a VV. EE. muchos años.
Madrid, 16 de marzo de 1982.—P. D., el Subsecretario de 

Defensa, Eduardo Serra Rexach.

Excmos. Sres. Subsecretario de Política de Defensa y General
Director de Mutilados de Guerra por la Patria.

13377 ORDEN 111/00663/1982, de 16 de marzo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 29 de sep­
tiembre de 1981, en el recurso contencioso-adminis­
trativo interpuesto por don Mario González Tomé, 
Sargento de la Legión, Caballero Mutilado Perma­
nente de Guerra,

Excmos. Sres.: En el recurso contencioso-administrativo se­
guido en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Mario 
González Tomé, Sargento de Infantería, C. M. P., quien postula 
por sí mismo, y de otra, como demandada, la Administración 
Pública, representada y defendida por el Abogado del Estado, 
contra resoluciones del Ministerio de Defensa de 30 de octubre


